
 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN-CAGUAS 

PANEL III 

 

CJO CONSTRUCTION 

CORP. 

Peticionario 

 

v. 

 

AUTORIDAD DE 

CARRETERAS Y 

TRANSPORTACION Y SU 

JUNTA DE SUBASTAS 

Recurrida 

 

 

 

 

KLRA201600662 

Revisión 

Administrativa 

Procedente de la 

Autoridad de 

Carreteras y 

Transportación 

 

P-16-32 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

 El 24 de junio de 2016, CJO Construction Corp. 

(en adelante CJO o recurrente) comparece ante nos 

mediante el presente recurso de Revisión Judicial. 

Solicita que dejemos sin efecto la adjudicación de la 

Subasta Formal P-16-32 emitida el 13 de mayo de 2016 

por la Junta de Subastas de la Autoridad de Carreteras 

y Transportación (en adelante Junta). Mediante ésta, 

se le adjudicó a Super Asphalt Pavement Corp. (en 

adelante Super Asphalt) el Proyecto Federal MP-155 

(10) sobre rehabilitación del pavimento de la 

carretera PR-155, desde el Km. 57.7 hasta el Km. 70.4 

en Vega Baja, AC-015571. 

Tras evaluar la posición de ambas partes, se 

confirma la determinación recurrida.  
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I 

El presente caso se originó luego de que el 21 de 

diciembre de 2015 la Autoridad de Carreteras y 

Transportación (en adelante ACT) celebró la Subasta 

Formal P-16-32 para el proyecto de pavimentación AC-

015571. Participaron de la subasta y sometieron sus 

propuestas los siguientes licitadores: CJO; Super 

Asphalt; Del Valle Group, P.S.; Unique Builders, Inc.; 

Desarrolladora JA, Inc.; Ferrovial Agromán, LLC; 

Tamrío, Inc.; y Gill Engineering Group, Inc. 

El licitador más bajo fue CJO quien presentó una 

propuesta de Dos Millones Cuarenta y Tres Mil Dólares 

($2,043,000.00). El segundo licitador más bajo fue 

Super Asphalt quien sometió su propuesta de Dos 

Millones Noventa y Cinco Mil Dieciseis Dólares 

($2,095,016.00). El estimado de la ACT para este 

proyecto era de Dos Millones Setecientos Treinta Mil 

Dólares ($2,730,000.00). 

Luego de llevar a cabo un proceso de revisión de 

las propuestas sometidas y notificar varias 

irregularidades en cuanto a falta de documentos, 

mediante carta con fecha de 8 de febrero de 2016, la 

Junta le notificó a CJO que había obtenido resultados 

positivos en tres (3) de las cuatro (4) pruebas sobre 

el análisis de su estado financiero. La prueba no 

superada era con relación a su capital de trabajo, 

entiéndase, los recursos con los que cuenta la empresa 

para operar.  

Así las cosas, el 19 de febrero de 2016 la Junta 

celebró una reunión sobre la Subasta en cuestión. 
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Surge de la Minuta de dicha reunión que todas las 

oficinas asesoras para la adjudicación de la subasta 

recomendaron adjudicar a CJO la subasta, excepto la 

oficina del analista financiero quien expresó que: 

 [D]e las cuatro pruebas realizadas al estado 

financiero tres (3) fueron positivas. La 

prueba realizada al capital de trabajo 

(“working capital”) fue negativa. 

Previamente se le han adjudicado dos 

proyectos, por lo que el capital de trabajo 

no es suficiente para ejecutar tres (3) 

simultáneamente. No recomienda adjudicar. 

 

Posteriormente, el 23 de febrero de 2016, la 

Junta le comunicó a Super Asphalt que obtuvo 

resultados positivos en las cuatro pruebas sobre su 

situación financiera.  

Consecuentemente, el 13 de mayo de 2016, la Junta 

adjudicó el proyecto de pavimentación (AC-015571) a 

Super Asphalt. Determinó no recomendar la adjudicación 

al licitador más bajo, pues recientemente CJO había 

obtenido los proyectos AC-086122 y AC-200285 y no 

contaba con la capacidad financiera necesaria para 

realizar los tres proyectos simultáneamente. CJO 

solicitó reconsideración ante la Junta, la cual fue 

rechazada de plano.  

Aun inconforme, CJO comparece ante nos mediante 

Revisión Judicial argumentando que: 

Erró la Junta de Subastas de la Autoridad de 

Carreteras y Transportación al no adjudicar la 

Subasta a CJO siendo mejor postor responsivo y 

responsable que el licitador favorecido. 

 

El 7 de julio de 2016, la Junta y la ACT 

presentaron su alegato en oposición. Posteriormente, 

la CJO se opuso al alegato de la Junta y la ACT, 

quienes a su vez presentaron la correspondiente 
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réplica. Examinado el expediente, estamos en posición 

de resolver. 

II 

A. Deferencia Judicial 

Es norma reiterada por nuestro Tribunal Supremo 

que las determinaciones de hechos de organismos y de 

agencias administrativas tienen a su favor una 

presunción de regularidad y corrección. Empresas 

Toledo v. Junta de Subastas, 168 DPR 771, 779 (2006). 

Éstas deberán ser respetadas mientras la parte que las 

impugne no produzca evidencia suficiente para 

derrotarlas.  Íd., pág. 783.  En virtud de ello, 

nuestra función revisora deberá limitarse a determinar 

si la agencia actuó arbitraria, ilegal o de forma tan 

irrazonable que su actuación constituya un abuso de 

discreción.  Íd. 

La presunción de corrección que tiene una 

decisión administrativa debe sostenerse por los 

tribunales a menos que la misma logre ser derrotada 

mediante la identificación de prueba en contrario que 

obre en el expediente administrativo. Henríquez v. 

Consejo Educación Superior, 120 DPR 194, 210 (1987). 

Lo anterior obedece a que los tribunales deben dar 

deferencia a las determinaciones de las agencias sobre 

asuntos que se encuentren dentro de su área de 

especialidad. Rivera Concepción v. A.R.Pe., 152 DPR 

116, 123 (2000). 

La función revisora del tribunal, aunque 

restringida, tiene como propósito fundamental 

delimitar la discreción de los organismos 
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administrativos y velar porque sus actuaciones sean 

conforme a la ley y estén dentro del marco del poder 

delegado. Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 129 

(1998). 

B. Subastas Públicas 

El propósito de exigir que las obras y la 

contratación que realiza el Gobierno se efectúen 

mediante el proceso de subasta es proteger los 

intereses y dinero del Pueblo. Este mecanismo sirve 

para promover la competencia, lograr los precios más 

bajos posibles, evitar el favoritismo, la corrupción, 

el dispendio, la prevaricación, la extravagancia y el 

descuido al otorgarse los contratos y minimizar los 

riesgos de incumplimiento. Caribbean Communications v. 

Pol. de P.R., 176 DPR 978, 994 (2009); A.E.E. v. 

Maxon, 163 DPR 434, 439 (2004).  

Al igual que otras decisiones administrativas, 

las resoluciones de las agencias adjudicando subastas 

se presumen correctas y gozan de deferencia de los 

tribunales. Empresas Toledo v. Junta de Subastas, 

supra, pág. 783. Las agencias administrativas en este 

sentido gozan de una amplia discreción en la 

evaluación de las propuestas de los licitadores. 

Debido a su vasta experiencia y especialización, éstas 

se encuentran en mejor posición que los tribunales 

para determinar el mejor postor, considerando los 

factores establecidos en la ley y el reglamento. Íd. 

Al revisar la adjudicación de una subasta, el tribunal 

no debe sustituir el criterio de la agencia por el 

propio. Además, debe dar deferencia a sus 
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determinaciones de hechos y a su interpretación de las 

leyes y reglamentos, siempre que sean razonables. 

Accumail P.R. v. Junta Sub. A.A.A., 170 DPR 821, 829 

(2007).  

Las agencias pueden adjudicar la subasta al 

postor que consideren más apropiado, aun cuando no sea 

el más bajo, si con ello se sirve el interés público. 

Empresas Toledo v. Junta de Subastas, supra, pág. 782, 

Una agencia puede rechazar la licitación más baja 

siempre y cuando un postor más alto sirva mejor sus 

intereses con respecto a los servicios técnicos, la 

probabilidad de realizar satisfactoriamente la obra y 

dentro del tiempo acordado. Íd., pág. 783. 

Como es sabido, en nuestra jurisdicción no existe 

legislación especial que regule los procedimientos de 

subasta dirigidos a la adquisición de bienes y 

servicios para las entidades gubernamentales. 

Caribbean Communications v. Pol. de P.R., supra. Con 

excepción de las etapas de reconsideración y revisión 

judicial reguladas por la Ley Núm. 170 de 12 de agosto 

de 1988, según enmendada, conocida como la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), las 

agencias gubernamentales son las llamadas a adoptar 

las normas a seguir en sus propios procedimientos de 

adjudicación de subastas. 3 LPRA. secs. 2169 y 2172; 

Caribbean Communications v. Pol. de P.R., supra.   

No obstante, dado que el objetivo fundamental de 

una subasta es proteger el erario consiguiendo la 

construcción de obras públicas y la adquisición de 

servicios de calidad para el gobierno al mejor precio 
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posible, tales procedimientos están revestidos de un 

gran interés público. Empresas Toledo, Inc. v. Junta 

de Revisión, supra;  A.E.E. v. Maxon Eng. Servs., 

Inc., supra. Por tanto, los tribunales tienen el deber 

de asegurarse de que las instrumentalidades públicas 

cumplen con la ley, con sus procedimientos y que 

tratan de forma justa a los licitadores al momento de 

adjudicar una subasta. RBR Const., S.E. v. A.C., 149 

DPR 836, 848-849 (1999).   

En una adjudicación de una subasta no se le exige 

a la agencia correspondiente hacer determinaciones de 

hechos ni conclusiones de derecho. Sin embargo, de su 

dictamen deben mediar razones suficientes que pongan 

en conocimiento a las partes y al tribunal de los 

fundamentos que propiciaron la decisión de la agencia. 

Pta Arenas Concrete, Inc. v. J. Subastas, 153 DPR 733, 

735 (2001). Conforme a lo anterior, se ha establecido 

que la notificación de la adjudicación de subasta por 

lo menos debe incluir: los nombres de los licitadores 

en la subasta y una síntesis de sus propuestas; los 

factores o criterios que se tomaron en cuenta para 

adjudicar la subasta; los defectos, si alguno, que 

tuvieran las propuestas de los licitadores perdidosos 

y la disponibilidad y el plazo para solicitar la 

reconsideración y la revisión judicial. L.P.C. & D, 

Inc. v. A.C., 149 DPR 869, 878 (1999).  Es necesario 

que la notificación contenga toda la información antes 

reseñada, pues la misma permite que los licitadores 

perdidosos puedan cuestionar la adjudicación de la 

subasta y que el foro revisor tenga una visión clara 
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de lo que está revisando. Así, puede asegurarse de que 

la decisión de la agencia no fue una arbitraria, 

caprichosa o irrazonable. Pta Arenas Concrete, Inc. v. 

J. Subastas, supra, pág. 742.  

III 

Analicemos los hechos que nos ocupan a la luz del 

derecho anteriormente discutido.  

En el presente caso, CJO argumenta que la Junta 

fue arbitraria al adjudicar la subasta a Super 

Asphalt. Arguye que fue el mejor postor y debió ser el 

licitador agraciado. Aduce que la determinación de la 

Junta se fundamentó en que CJO actualmente tiene dos 

(2) proyectos con la ACT que le fueron adjudicadas en 

el año 2016. Por último, alega que el factor capacidad 

financiera no formó parte de los requisitos de la 

subasta. No tiene razón. 

Se desprende del inciso (1) de la sección 102.14 

del “Standard Specifications for Road and Bridge 

Construction” que la agencia puede descalificar a un 

licitador de una subasta por su falta de capacidad 

económica. Así dispone el referido inciso con respecto 

a los motivos para descalificar a un licitador: 

(1) Lack of competency, adequate organization, 

plant, machinery and other equipment for the 

Project being bid, or inadequate financial 

resources as revealed by the statement of the 

bidder questionnaire and other information 

required under Article 102.02. (Énfasis 

nuestro.) 

 

Cabe indicar que, obran en el expediente los 

resultados de la prueba de situación financiera de 

Super Asphalt y los de CJO, en los cuales la Junta 

basó su determinación. Es evidente que CJO obtuvo una 
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puntuación desfavorable en lo que respecta a capital 

de trabajo. En su carta de 8 de febrero de 2016, el 

Director del Área de Finanzas, le indica al Presidente 

de la Junta que “a CJO se le recomendó para otras dos 

(2) subastas por un total de $3,761,000 entendemos que 

en estos momentos el licitador no está en una 

situación financiera favorable para recomendarlo para 

esta subasta”. Ello así, dado a que el capital de 

trabajo de la empresa se hallaba reducido a 

$192,310.00.  

Si bien es cierto que CJO fue el postor más bajo, 

ello no obliga a la ACT a adjudicarle la subasta si no 

es el licitador más apropiado. En Empresas Toledo v. 

Junta de Subastas, supra, pág. 782, nuestro Tribunal 

Supremo resolvió que una agencia “está facultada para 

rechazar la licitación más baja en precio cuando, 

entre otras razones, [...] entienda que sus intereses 

no estarán adecuadamente protegidos.” (Énfasis en el 

original.) 

En este caso, la Junta sopesó cuál postor servía 

mejor sus intereses con respecto a los servicios a ser 

prestados, la probabilidad de realizar 

satisfactoriamente la obra, dentro del tiempo acordado 

y concluyó que, al momento de la adjudicación de la 

subasta que nos ocupa, Super Asphalt cuenta con mayor 

capacidad económica que CJO para ejecutar el proyecto 

subastado. Este factor económico tomado en 

consideración por la ACT no es solo un criterio 

discrecional, es obligación de ésta efectuar dicho 

análisis en protección de sus intereses.   
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En fin, resulta claro de los autos que los 

documentos que obran en el expediente apoyan el 

dictamen de la Junta. En ausencia de arbitrariedad, 

ilegalidad e irrazonabilidad debemos sostener esta 

determinación administrativa. CJO no ha identificado 

prueba en contrario en el expediente que derrote la 

presunción de corrección que tiene la determinación de 

la Junta. 

IV 

  

Por los fundamentos anteriormente discutidos, se 

confirma el dictamen recurrido. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


